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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA SALUD / CARÁCTER FUNDAMENTAL / A FAVOR DE PERSONAS EXTRANJERAS / REGLAS QUE DEBEN CUMPLIRSE PARA ACCEDER AL SERVICIO / MUJER EN ESTADO DE EMBARAZO.
… es necesario iniciar por señalar que la presente acción de tutela es procedente en razón al carácter fundamental del derecho a la salud otorgado inicialmente por la jurisprudencia constitucional y ahora por la Ley 1751 del 16 de febrero de 2015. Garantía que implica que, para su real materialización, las entidades encargadas de este servicio público están obligadas a la óptima prestación a sus afiliados…
El artículo 100 de la Constitución Política de Colombia establece que los extranjeros disfrutarán en Colombia de los mismos derechos civiles que se reconocen a los colombianos, pero que el legislador podrá “(…) por razones de orden público, subordinar a condiciones especiales o negar el ejercicio de determinados derechos civiles a los extranjeros”. Dicha norma, igualmente, señala que “… los extranjeros gozarán, en el territorio de la República, de las garantías concedidas a los nacionales, salvo las limitaciones que establezcan la Constitución o la ley”. 

Según lo dispuesto en el artículo 2º de la Declaración Universal de Derechos Humanos “Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición…”.
El máximo Tribunal Constitucional, respecto al derecho a la salud de los extranjeros a recibir una atención integral más allá del servicio de urgencias, en la sentencia T-298 del 28 de junio de 2019… indicó las reglas que se deben seguir, las cuales son:

“(i) Los extranjeros, independientemente de su situación migratoria, tienen derecho a recibir la atención básica y de urgencias, en tanto contenido mínimo esencial del derecho a la salud.

“(ii) Las entidades territoriales de salud tienen la función de materializar la garantía de atención médica a las personas residentes en su jurisdicción, a través de la red pública hospitalaria del nivel departamental o distrital, según el caso”. (…)
En este asunto, la joven María Alexandra Mercado Galindo es nacional del vecino país de Venezuela, quien se encuentran de tránsito en Colombia, sin contar con las exigencias para la expedición del permiso especial de permanencia PEP, lo que le ha impedido obtener la prestación de atención en salud durante su estado de gravidez…, por lo que el juez de tutela debe eliminar cualquier barrera para la protección efectiva del derecho a la salud de la población migrante, sin dejar de lado las cargas y deberes que deben asumir los migrantes para regularizar su situación en el territorio colombiano…
JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA SALA DE DECISIÓN PENAL
M.P. LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Pereira, veinte (20) de noviembre de dos mil veinte (2020)
Proyecto aprobado por Acta No.834
Hora: 3.30 p.m.
ASUNTO
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el señor Javier Darío Marulanda Gómez, Secretario de Salud del Departamento de Risaralda, en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Primero Penal del Circuito con Funciones de Conocimiento de Dosquebradas,  dentro del proceso de tutela promovido por la señora María Alexandra Mercado Galindo, en contra del Hospital Santa Mónica de Dosquebradas, la Secretaría de Salud Departamental y Ministerio de Salud y Protección Social y como entidades vinculadas Secretaría Municipal de Salud de Dosquebradas, Migración Colombia Regional Eje Cafetero y SISBEN Dosquebradas, por presunta vulneración de los derechos fundamentales a la salud, la seguridad social, la vida en condiciones de calidad, dignidad humana e integridad personal.
IDENTIDAD DE LA ACCIONANTE
María Alexandra Mercado Galindo, identificada con la cédula de ciudadanía de Venezuela 29´764.283, quien aporta como dirección de notificación la manzana 6 casa 5 Venus 2 en Dosquebradas, correo electrónico mariaalexandramercado61@gmail.com y teléfono 3148770184.
ENTIDADES ACCIONADAS Y VINCULADAS
Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, representada por el Secretario Javier Darío Marulanda Gómez, despacho ubicado en el Parque Olaya Herrera calle 19 Nro. 13-17 Piso 5 en Pereira, Risaralda, teléfono 3398300. 
Secretaría de Salud y Seguridad Social de Dosquebradas, representada por la Secretaria de Salud y Seguridad Social, Marlen Bibiana Romero Olarte, ubicada en la carrera 19 Nro. 17-20 barrio Santa Mónica de Dosquebradas, Risaralda, teléfono 3320071 
ESE Hospital Santa Mónica De Dosquebradas, representada por la gerente, Luz Marina Ossa Moncada, institución ubicada en la Avda. Santa Mónica Nro. 19A-18 de Dosquebradas, Risaralda, teléfono 3302507, correo electrónico notificaciones@hospitalsantamonica.gov.co.
Unidad Administrativa Especial Migración Colombia – UAEMC, representada por  la Jefe de la Oficina Asesora Jurídica, Guadalupe Arbeláez Izquierdo, ubicada en la Avenida Eldorado No. 59 -51 Edificio Argos Torre 3 Piso 4 Bogotá, conmutador: 605 5454, correo electrónico noti.judiciales@migracioncolombia.gov.co
Secretaría De Planeación Administración del SISBEN, representada a través de la Profesional Universitaria, Claudia María Sánchez Colorado, dependencia ubicada en la carrera 19 #17-20 barrio Santa Mónica de Dosquebradas, teléfono 3320071. 
Ministerio De Salud y Protección Social, representada por la Directora Jurídica del Ministerio de Salud, Andrea Elizabeth Hurtado Neira, con dirección en la carrera 13 Nro. 32-76 piso 1, Bogotá y electrónica notificacionesjudiciales@minsalud.gov.co.
HECHOS QUE MOTIVAN LA TUTELA
La accionante informó que es de nacionalidad venezolana, ingresó al país, pero no cumple con los requisitos para la expedición del Permiso Especial de Permanencia PEP, no posee visa, ni pasaporte, porque sus costos son inalcanzables debido a la devaluación de la moneda venezolana y se encuentra en estado de gravidez y situación de pobreza. 

Explicó que al inicio del embarazo fue atendida en el Hospital Santa Mónica de Dosquebradas; sin embargo, a la fecha se niegan a continuar con la prestación del servicio de salud. Si bien medicamente el embarazo no se considera una enfermedad y mucho menos una urgencia, ella requiere una atención inmediata, pues su salud se encuentra en un alto riesgo por las consecuencias físicas y sicológicas que se derivan de su estado de gestación y por encontrarse en un proceso de migración masiva irregular, por lo que la negativa a la prestación de los servicios que requiere, que no se considera una urgencia, pueden conllevar a la muerte de la madre, del feto y del recién nacido, lo que se puede evitar con la atención básica de los servicios de salud materna. 

PETICIÓN
La accionante solicitó la protección de sus derechos fundamentales a la salud, la seguridad social, la vida en condiciones de calidad y dignidad humana, la integridad personal y la continuidad en la prestación del servicio, en consecuencia, se ordene a la E.S.E Hospital Santa Mónica y a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, garantizar los servicios de salud materna, relacionados con el embarazo, el parto y el post parto, consultas médicas especializadas o no, controles prenatales, medicamentos, procedimientos, así como los servicios de salud que requiera el recién nacido. Así mismo, solicitó que se ordenara a Migración Colombia, una vez se reanuden los trámites suspendidos por el Decreto 749 de 2020 y teniendo en cuenta las circunstancias especiales de este caso, programar una cita prioritaria, para que en caso de cumplirse los requisitos se inicie el trámite de su salvo conducto. 
LA PROVIDENCIA IMPUGNADA

Mediante sentencia de primera instancia del 2 de octubre de 2020, el Juzgado Primero  Penal del Circuito de Conocimiento de Dosquebradas, resolvió tutelar los derechos a la salud, la seguridad social, la vida en condiciones de calidad y dignidad humana, la integridad personal y la continuidad en la prestación del servicio, de los que es titular la señora Maria Alexandra Mercado Galindo, en consecuencia, ordenó al Ministerio de Salud y Protección Social y a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda que autorizaran a la accionante el servicio de controles prenatales, exámenes, consultas especializadas, los costos de estas atenciones de urgencias serán cubiertos directamente por el Departamento demandado y complementariamente, de ser necesario, con cargo a los recursos del orden nacional regulados con el Decreto 866 de 2017. 

Consideró que aun cuando las entidades demandadas coincidieron que existen unos requisitos que deben cumplir, tanto las personas que pueden ser afiliadas a una EPS del régimen subsidiado de salud o al régimen contributivo, como los que debe tener la población pobre no asegurada, exigencias que deben cumplir tanto nacionales como extranjeros, tal como quedó estipulado por la Corte Constitucional en la sentencia T- 210 de 2018, en el caso en particular, dada la problemática social existente y que se trata de una mujer en embarazo en condiciones de vulnerabilidad es procedente el amparo invocado. 

Conforme a lo anterior, instó a la Unidad Administrativa Migración Colombia para que, en cumplimiento de sus deberes legales contenidos en el Decreto 4062 de 2011, verifique la información contenida en sus bases de datos a partir de la información suministrada por la accionante, a quien le deberá informar cuál es el procedimiento que debe seguir para regularizar su situación migratoria. Igualmente, instó al SISBÉN Dosquebradas que luego  de que sea regularizada la situación migratoria de la accionante, proceda a suministrarle la  información sobre toda la documentación requerida para su ingreso al Sistema de Selección de Beneficiarios para Programas Sociales. 

Asimismo, advirtió a la Secretaría de Salud y Seguridad Social de Dosquebradas, a  la E.S.E Hospital Santa Mónica, que la responsabilidad del Ministerio de Salud y Protección Social y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda se extiende hasta el momento en que la señora María Alexandra Mercado Galindo cuente con afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud, mientras tanto de manera coordinada con dicha Secretaría, deberán garantizar los servicios de controles prenatales, exámenes, consultas especializadas que requiere la accionante.
LA IMPUGNACIÓN
Dentro del término oportuno para impugnar, el Secretario de Salud del Departamento de Risaralda insistió sobre las normas que regulan y establecen las atención y competencias de los entes departamentales y municipales para la prestación de los servicios de salud de acuerdo a los servicios solicitados y los niveles de atención que regulan todo lo atinente a la población venezolana en territorio nacional colombiano. De tal manera, que la accionante en su condición de extranjera irregular, solo puede acceder a  servicios médicos urgentes, por lo que lo decidido por la  A quo en el numeral cuarto del fallo, es totalmente contrario a lo dispuesto en la normatividad que regula las competencias de los entes territoriales en todo aquello relacionado con la prestación de servicios de salud en Colombia, al disponer que es responsabilidad de la  Secretaría de Salud Departamental de Risaralda que la señora Maria Alexandra Mercado Galindo cuente con afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud y garantizar la prestación de  los servicios de controles prenatales, exámenes y consultas especializadas que requiere la afectada, cuando es responsabilidad de la Secretaría de Salud municipal de Dosquebradas. 
Concluyó que la A quo se extralimitó en la asignación de competencias que están  claramente definidas por la norma para la atención de los servicios de controles prenatales, exámenes que le corresponden a la Secretaría de Salud Municipal de Dosquebradas en aquello relacionado con su competencia de atención de las urgencias médicas como responsable y competente de ser el prestador primario (prestación  de servicios nivel i y ii); de tal manera, que corresponde a la Secretaría de Salud de Dosquebradas atender a la accionante únicamente en urgencias. 
Consideró que el fallo de tutela de primera instancia necesariamente debe ser modificado, estableciendo que es el ente municipal (Alcaldía de Dosquebradas) quien debe asegurar la asignación de la EPS y en el evento que la accionante requiera la atención por servicios o tecnologías en salud catalogada como urgencia médica Nivel III y que será la Secretaría de Salud Departamental la responsable como prestador de servicios complementarios por la atención de mediana y alta complejidad. 

Recalcó que debe convocarse al presente trámite de tutela a la Secretaría de Salud del Municipio de Dosquebradas, con el fin que realice la afiliación de la señora María Alexandra Mercado Galindo al SISBEN y le sea asignada la EPS respectiva, que asuma de manera integral y oportuna el acceso a los servicios que ella requiere. De esta manera, se ordene a la Secretaría de Salud del municipio de Dosquebradas o quien haga sus veces para que se sirva acatar lo dispuesto en la Ley 715 de 2001 y la Resolución 0429-2016 en aquello relacionado con su competencia de atención de baja complejidad, como responsable y competente de ser el prestador primario (prestación de servicios nivel i y ii). 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala es competente para conocer de la presente acción en segunda instancia, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, reglamentario del artículo 86 de la Constitución Política de Colombia. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991.

Problema Jurídico
Corresponde en esta instancia determinar si es procedente ordenar a las entidades accionadas y vinculadas que presten a la señora María Alexandra Mercado Galindo todos los servicios prenatales, atención de parto y servicios postparto. Igualmente, si la acción de tutela es la vía para ordenar a Migración Colombia regularice la estadía de la accionante y al SISBEN las vincule en el sistema de seguridad social en salud en el régimen subsidiado. Así determinar si el fallo de la A quo se debe confirmar, modificar o revocar.
Solución al Conflicto Jurídico

La acción de tutela fue instituida por el Constituyente de 1991, con el fin de otorgar a los asociados un mecanismo idóneo para la protección inmediata de los derechos fundamentales, cuando estos resultaren vulnerados por alguna entidad estatal o por los particulares, en los casos señalados en la ley.

Para resolver la controversia jurídica planteada, es necesario iniciar por señalar que la presente acción de tutela es procedente en razón al carácter fundamental del derecho a la salud otorgado inicialmente por la jurisprudencia constitucional y ahora por la Ley 1751 del 16 de febrero de 2015. Garantía que implica que, para su real materialización, las entidades encargadas de este servicio público están obligadas a la óptima prestación a sus afiliados, su fundamentalidad se sintetiza en que las personas tienen derecho a que se les proporcione en forma integral los servicios que requieran, conforme a la regulación establecida y sin sujeción a la inclusión en el plan de beneficios en salud, toda vez que se han creado las herramientas legales y administrativas que les permiten a las EPS recuperar lo invertido en la salud de una persona cuando excede el plan de beneficios.

El artículo 13 de nuestra Constitución en el primer inciso reconoce que “todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica”.

El artículo 100 de la Constitución Política de Colombia establece que los extranjeros disfrutarán en Colombia de los mismos derechos civiles que se reconocen a los colombianos, pero que el legislador podrá “(…) por razones de orden público, subordinar a condiciones especiales o negar el ejercicio de determinados derechos civiles a los extranjeros”. Dicha norma, igualmente, señala que “… los extranjeros gozarán, en el territorio de la República, de las garantías concedidas a los nacionales, salvo las limitaciones que establezcan la Constitución o la ley”. 

Según lo dispuesto en el artículo 2º de la Declaración Universal de Derechos Humanos “Toda persona tiene todos los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición…”. En el mismo sentido la Convención Americana de Derechos Humanos en su artículo 24 establece que “Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley”.

De conformidad con el haz probatorio que obra en la foliatura y a lo narrado en la demanda de tutela, podemos advertir que a la joven María Alexandra Mercado Galindo, de 19 años de edad, el 26 de agosto de 2020, la ESE Hospital Santa Mónica de Dosquebradas, le practicó una ecografía obstétrica con translucencia nucal, de la que desprende  que la misma tiene un embarazo de 15 semanas y días, con fecha probable de parto el 14 de febrero de 2021, con riesgo para preeclampsia bajo por ultrasonido; sin embargo, la accionante no ha tenido la posibilidad de realizarse ningún otro control prenatal, toda vez que en el Hospital Santa Mónica de Dosquebradas solo le brindan la atención de urgencias, lo que consideró una vulneración a sus derechos fundamentales y a su hijo que está por nacer, pues no puede acceder a los demás controles prenatales, medicamentos y tratamientos.
Conforme a lo narrado, consideramos que la decisión del juzgado de primer nivel fue acertada cuando amparó el derecho fundamental a la salud de la accionante, toda vez que la misma requiere de una atención básica de salud, la que incluye igualmente, un servicio integral para salvaguardar su vida y del nasciturus. 
El máximo Tribunal Constitucional, respecto al derecho a la salud de los extranjeros a recibir una atención integral más allá del servicio de urgencias, en la sentencia T-298 del 28 de junio de 2019, con ponencia del magistrado Alberto Rojas Ríos indicó las reglas que se deben seguir, las cuales son:

“(i) Los extranjeros, independientemente de su situación migratoria, tienen derecho a recibir la atención básica y de urgencias, en tanto contenido mínimo esencial del derecho a la salud.
(ii) Las entidades territoriales de salud tienen la función de materializar la garantía de atención médica a las personas residentes en su jurisdicción
, a través de la red pública hospitalaria del nivel departamental o distrital, según el caso. 
(iii) El concepto de atención de urgencia médica debe interpretarse a partir del alcance que se le ha dado al derecho a la vida digna
.
(iv) La atención de urgencias de toda la población migrante es una de aquellas obligaciones de cumplimiento inmediato, por lo cual puede ser exigible de foma directa (faceta prestacional del derecho a la salud).
(v) La atención de urgencias debe brindarse no solo desde una prespectiva de derechos humanos, sino también desde una perspectiva de salud pública, razón por la cual la misma debe venir acompañada de una atención preventiva fuerte que evite riesgos sanitarios tanto para los migrantes como para la comunidad que los recibe.
(vi) La ‘atención de urgencias’ puede llegar a incluir el tratamiento de enfermedades catastróficas como el cáncer, cuando los mismos sean solicitados por el médico tratante como urgentes y, por lo tanto, sean indispensables y no puedan ser retrasados razonablemente sin poner en riesgo la vida.
(…) 

4.15. De acuerdo con lo expuesto en precedencia y, sin desconocer la obligación ineludible de los extranjeros de regularizar su situación migratoria en el territorio nacional, se observa que en cumplimiento del principio de solidaridad y las disposicones de orden jurídico interno, los nacionales con permanencia irregular en el territorio colombiano, tienen derecho a recibir una adecuada atención  de urgencias, esto es, una asistencia médica en la que se emplen “todos los medios necesarios y disponibles para estabilizar la situación de salud del paciente, preservar su vida y atender sus necesidades básicas”
. 
4.16- Por ello, resulta razonable que en algunos casos, la atención urgente pueda llegar a incluir: (i) el tratamiento de enfermedades catastróficas como el cáncer, cuando los mismos sean solicitados por el médico tratante como urgentes y, por lo tanto, sean indispensables y no puedan ser retrasados razonablemente sin poner en riesgo la vida y, (ii) la prestación de servicios asistenciales específicos relacionados con el embarazo de las mujeres lo cual puede comprender controles prenatales y la asistencia misma del parto
.”  (Subrayas propias)
En este asunto, la joven María Alexandra Mercado Galindo es nacional del vecino país de Venezuela, quien se encuentran de tránsito en Colombia, sin contar con las  exigencias para la expedición del permiso especial de permanencia PEP, lo que le ha impedido obtener la prestación de atención en salud durante su estado de gravidez, ya que solo se le ha brindado el servicio de urgencias en la E.S.E Hospital Santa Mónica de Dosquebradas, por lo que el juez de tutela debe eliminar cualquier barrera para la protección efectiva del derecho a la salud de la población migrante, sin dejar de lado las cargas y deberes que deben asumir los migrantes para regularizar su situación en el territorio colombiano, bajo los presupuestos del orden jurídico nacional. De allí, que la actora para ser titular de todos los derechos civiles con los que cuentan los nacionales colombianos, deberán adelantar el trámite administrativo ante Migración Colombia para que esta entidad expida un “salvoconducto” que le permitirá permanecer en este territorio en condiciones de regularidad y acceder al Sistema General de Seguridad Social en Salud, tal como lo establece el artículo 2.2.1.11.4.9 del Decreto 1067 de 2015
. 

Las reglas de afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud se encuentran establecidas en el Decreto 780 de 2016 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Salud y Protección Social” la afiliación se realiza por una sola vez y con ella se adquieren todos los derechos y obligaciones derivados del Sistema General de Seguridad Social en Salud. El Decreto 062 de 2020 señala en su artículo 2.1.5.1 que son afiliados en el Régimen Subsidiado las personas que sin tener las calidades para ser afiliados en el Régimen Contributivo o al Régimen de Excepción o Especial, cumplan las siguientes condiciones: … numeral 18 “Migrantes Venezolanos. Los migrantes venezolanos sin capacidad de pago, pobres y vulnerables con Permiso Especial de Permanencia - PEP vigente, así como sus hijos menores de edad con documento de identidad válido en los términos del artículo 2. 1.3.5 del presente decreto, que permanezcan en el país. El listado censal de esta población será elaborado por las alcaldías municipales o distritales.”
Conforme con lo anterior, la jurisprudencia de la Corte Constitucional   en la sentencia T-074 del 25 de febrero de 2019, con ponencia del magistrado Antonio José Lizarazo Ocampo, indicó que:

“En línea con lo expuesto, también se expidió el Decreto 1218 de 2018, “por el cual se adoptan medidas para garantizar el acceso de las personas inscritas en el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos a la oferta institucional y se dictan otras medidas sobre el retorno de colombianos”, y a través del cual se indica que el Ministerio de Relaciones Exteriores, por medio de resolución, modificará los requisitos y plazos del PEP  para garantizar el ingreso de las personas inscritas en el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos a la oferta institucional.  

Se estableció también, que en la reglamentación que expida el ministerio, se deberá precisar que el Permiso Especial de Permanencia es un documento de identificación válido para los venezolanos que se encuentren en Colombia, que les permite permanecer de manera temporal en condiciones de regularización migratoria y acceder a la oferta institucional en materia de salud, educación, trabajo y atención de niños, niñas y adolescentes en los niveles nacional, departamental y municipal
.

Cabe resaltar también, que el Ministerio de Salud, a través de la Circular 25 del 31 de julio de 2017, estableció algunas medidas que debían atender ciertas entidades estatales para el fortalecimiento de Acciones en Salud Pública, para responder a la Situación de Migración de Población Proveniente de Venezuela.

Sobre este aspecto, si bien se ha evidenciado un avance para hacer frente a la situación de migración masiva de venezolanos hacía territorio colombiano, la Corte ha reconocido que de las normas en materia de salud y de regularización migratoria, se entiende que para que un migrante pueda lograr su afiliación al sistema General de Seguridad Social en Salud, debe regularizar su situación de permanencia en el país, y contar con un documento de identificación válido para dicho trámite en Colombia. Ello toda vez que, según lo ha establecido el Tribunal, el reconocimiento de derechos a los extranjeros también genera la obligación de cumplir las normas internas, al igual que los demás residentes del país
.

Bajo ese orden, y según lo expuesto en párrafos anteriores, se advierte que para que un migrante venezolano pueda afiliarse al SGSSS, este debe regularizar su situación migratoria, por lo menos a través del PEP. De igual forma, según lo ha manifestado el Ministerio de Salud y Protección, para hacer parte del régimen subsidiado en salud, este debe demostrar que se encuentra dentro de la población pobre y vulnerable, lo que se determina a través de la encuesta SISBEN al obtener una clasificación en los niveles 1o 2, trámite para el cual también se requiere un documento de identificación válido.” Subrayado propio.
De acuerdo con la jurisprudencia constitucional y las normas transcritas, concluimos que todos los extranjeros migrantes, incluidos aquellos que se encuentran en situación de irregularidad, tienen derecho a recibir atención básica y de urgencias en el territorio nacional, no obstante, en este caso en particular, la accionante venezolana tiene el deber de efectuar el proceso correspondiente ante Migración Colombia con el fin de obtener un “salvoconducto” que les permitirá permanecer en este territorio en condiciones de regularidad. Así mismo, para que la accionante pueda ser vinculada al régimen subsidiado en salud, deben demostrar que se encuentran dentro de la población pobre y vulnerable, lo que se determina a través de la encuesta SISBEN y, así, de acuerdo a su puntaje acceder a los servicios del Sistema General de Seguridad Social en Salud (SGSSS).  

En esa medida y contrario a lo indicado por el impugnante, a la accionante, sin perjuicio de la atención de urgencias que se le viene prestando en la E.S.E. Hospital Santa Mónica de Dosquebradas, se le deben garantizar los servicios de controles prenatales y demás que ordene el especialista, cualquiera sea el nivel de atención  de salud que requiera y por ello, en este asunto específico la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda deberá con apoyo de la Nación ofrecerle a la actora y al que está por nacer las necesidades médicas adicionales, por cuanto la accionante se encuentra en estado de debilidad manifiesta por su estado de gravidez, por ser extranjera en situación irregular, por lo cual merece un trato diferencial y preferencial.  En tal virtud, no se le podrá limitar la atención de los servicios de salud complementarios de mediana y alta complejidad que requiera, hasta tanto la joven Mercado Galindo se afilie al Sistema General de Seguridad Social en Salud.
Lo anterior, tiene su fundamento en lo señalado por la Corte Constitucional en la sentencia T-197 del 14 de mayo de 2019 con ponencia de la Magistrada Diana Fajardo Rivera, cuando señaló sobre el derecho que tienen los extranjeros migrantes a recibir una atención mínima por parte del Estado en casos de extrema] necesidad y urgencia:     
                                                                       

“La jurisprudencia constitucional ha considerado que, por regla general, todos los extranjeros migrantes, incluidos aquellos que se encuentran en situación de irregularidad en el país, tienen derecho a recibir atención básica y de urgencias en el territorio nacional
. Se trata de un contenido mínimo esencial del derecho a la salud que busca comprender que toda persona que se encuentra en Colombia “tiene derecho a un mínimo vital, en tanto que manifestación de su dignidad humana, es decir, un derecho a recibir una atención mínima por parte del Estado en casos de [extrema] necesidad y urgencia, en aras a atender sus necesidades más elementales y primarias”
. Garantizar, como mínimo, la atención que requieren con urgencia los migrantes en situación de irregularidad tiene una finalidad objetiva y razonable y es entender que, en virtud del principio de solidaridad, el Sistema de Salud no le puede dar la espalda a quienes se encuentran en condiciones evidentes de debilidad manifiesta
.  En esa medida, no es constitucionalmente legítimo “restringir el acceso de estos extranjeros a esas prestaciones mínimas, en especial, en materia de salud, garantizadas en diversas cláusulas constitucionales y tratados internacionales sobre derechos humanos que vinculan al Estado colombiano”
 y que persiguen garantizar el más alto nivel posible de bienestar
. En aplicación directa de estos postulados superiores, se ha consolidado -como regla de decisión en la materia- que, cuando carezcan de recursos económicos, “los migrantes con permanencia irregular en el territorio nacional tienen derecho a recibir atención de urgencias con cargo [a las entidades territoriales de salud], y en subsidio a la Nación cuando sea requerido, hasta tanto se logre su afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud”
. Esta prestación deberá efectuarse sin barreras irrazonables y a través de los convenios o contratos que se suscriban con la red pública de salud del departamento o del distrito, según sea el caso
".  Negrillas propias
Colofón de lo considerado con precedencia, esta Sala confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, por medio de la cual tuteló, entre otros, los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna de la joven María Alexandra Mercado Galindo, en consecuencia, ordenó al Ministerio de Salud y Protección Social y a la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda que autorizaran a la accionante el servicio de controles prenatales, exámenes, consultas especializadas, los costos de estas atenciones de urgencias serán cubiertos directamente por el Departamento demandado y complementariamente, de ser necesario, con cargo a los recursos del orden nacional regulados con el Decreto 866 de 2017. Así mismo, Conforme a lo anterior, instó a la Unidad Administrativa Migración Colombia que, en cumplimiento de sus deberes legales contenidos en el Decreto 4062 de 2011, verifique la información contenida en sus bases de datos a partir de la información suministrada por la accionante, a quien le deberá informar cuál es el procedimiento que debe seguir para regularizar su situación migratoria. Igualmente, instó al SISBÉN Dosquebradas que luego  de que sea regularizada la situación migratoria de la accionante, proceda a suministrarle la  información sobre toda la documentación requerida para su ingreso al Sistema de Selección de Beneficiarios para Programas Sociales y advirtió a la Secretaría de Salud y Seguridad Social de Dosquebradas, a  la E.S.E Hospital Santa Mónica, que la responsabilidad del Ministerio de Salud y Protección Social y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda se extiende hasta el momento en que la señora María Alexandra Mercado Galindo cuente con afiliación al Sistema General de Seguridad Social en Salud, mientras tanto de manera coordinada con dicha Secretaría, deberán garantizar los servicios de controles prenatales, exámenes, consultas especializadas que requiere la accionante.
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, Administrando Justicia en Nombre de la República y por Autoridad de la Ley 

RESUELVE 

PRIMERO: Confirmar el fallo proferido el 2 de octubre de 2020, por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, por medio de la cual tuteló, entre otros, los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna de la señora María Alexandra Mercado Galindo.
SEGUNDO: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión de conformidad con lo dispuesto por el inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� [47] Artículos 43 y 45 de la Ley 715 de 2001, artículo 32 de la Ley 1438 de 2011, parágrafo del artículo 20 de la Ley 1122 de 2007 y artículo 49 de la Constitución Política. 


� [48] En Sentencia SU-677 de 2017, la Corte señaló que “la vida digna implica no solo librar al ser humano del hecho mismo de morir, sino de protegerlo de toda circunstancia que haga su vida insoportarble e indeseble y le impida desplegar las facultades de las cuales ha sido dotado para desarrollarse en sociedad de forma digna”.


� [49] Sentencia T-197 de 2019.


� [50] La jurisprudencia ha dicho que uno de los elementos fundamentales que se deriva del derecho a recibir los servicios de salud materna adecuados es la realización de los controles prenatales. En efecto éstos constituyen el mecanismo adecuado para prevenir, detectar e intervenir de forma oportuna y apropiada las alteraciones físicas y psicológicas que padecen las mujeres en el periodo gestacional y generar las condiciones adecuadas para el desarrollo de un embarazo seguro.


� “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Administrativo de Relaciones Exteriores.”. “ARTÍCULO 2.2.1.11.4.9. SALVOCONDUCTO (SC). Es el documento de carácter temporal que expide la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia al extranjero que así lo requiera, documento que será regulado por esta Unidad.. Los salvoconductos serán otorgados en las siguientes circunstancias: 


(…)


SC-2. Salvoconducto para permanecer en el país, en los siguientes casos: (…) Al extranjero que pudiendo solicitar visa en el territorio nacional, haya incurrido en permanencia irregular, previa la cancelación de la sanción a la que hubiere lugar. En el presente caso, el término de duración del Salvoconducto será de hasta por treinta (30) días calendario”.


� [34] Artículo 1º, Decreto 1218 de 2018.


� [35] Al respecto, ver sentencia T-316 de 2016, T-705 de 2017 y T-210 de 2018.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-197-19.htm" \l "_ftnref26" \o "" �[26]� Esta Corporación ha reconocido el derecho que tienen todos los migrantes, incluidos aquellos que se encuentran en situación de irregularidad, a recibir atención de urgencias; responsabilidad que se encuentra a cargo exclusivo de los entes territoriales. Conforme la Carta Política, los extranjeros que se encuentran en el territorio nacional, al margen de su estatus o condición migratoria, tienen derecho a la protección jurídica de las mismas garantías superiores que se encuentran en cabeza de los colombianos, con algunas excepciones instituidas por razones de orden público; prerrogativa que lleva, como correlato, la responsabilidad de atender estrictamente el cumplimiento de deberes y obligaciones que la normatividad interna consagra para todos los habitantes en el territorio de la República (artículos 4 y 100 Superior). (…)”


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-197-19.htm" \l "_ftnref27" \o "" �[27]� De acuerdo con el artículo 2.2.1.11.4 del Decreto 1067 de 2015 modificado por el artículo 44 del Decreto 1743 de 2015 por extranjero debe entenderse la “persona que no es nacional de un Estado determinado, incluyéndose el apátrida, el asilado, el refugiado y el trabajador migrante”. Los extranjeros presentes en un Estado pueden ser de diferentes tipos: refugiados o migrantes. En atención al caso concreto, es preciso referirse a la segunda categoría. Según la Oficina del Alto Comisionado para los Refugiados -ACNUR- los migrantes son aquellos que “eligen trasladarse no a causa de una amenaza directa de persecución o muerte, sino principalmente para mejorar sus vidas al encontrar trabajo o educación, por reunificación familiar, o por otras razones. A diferencia de los refugiados, quienes no pueden volver a su país, los migrantes continúan recibiendo la protección de su gobierno”. En tratándose, en particular, de los migrantes irregulares, la Organización Internacional para las Migraciones -OIM- señaló que tal término se refiere a la “persona que habiendo ingresado ilegalmente o tras vencimiento de su visado, deja de tener status legal en el país receptor o de tránsito. El término se aplica a los migrantes que infringen las normas de admisión del país o cualquier otra persona no autorizada a permanecer en el país receptor (también llamado clandestino/ ilegal/migrante indocumentado o migrante en situación irregular)”. “(…)”


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-197-19.htm" \l "_ftnref28" \o "" �[28]� Sentencia C-834 de 2007. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto. A fin de atender este postulado, se expidió el Decreto 866 del 25 de mayo de 2017 del Ministerio de Salud y Protección Social que reguló una fuente complementaria de recursos que el Legislador ya había contemplado en la Ley 1815 del 7 de diciembre de 2016 (artículo 57) para cubrir las atenciones de urgencia prestadas en el territorio colombiano a los nacionales de los países fronterizos, es decir, aquellos que tienen frontera terrestre o marítima con Colombia. 


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-197-19.htm" \l "_ftnref29" \o "" �[29]� La fuente normativa del principio de solidaridad se identifica esencialmente en los artículos 1 y 95 numeral 2 de la Carta Política. Dicho valor constitucional ha sido definido por esta Corporación como aquel “deber impuesto a toda persona y autoridad pública, por el sólo hecho de su pertenencia al conglomerado social, consistente en la vinculación del propio esfuerzo y actividad en beneficio o apoyo de otros asociados o en interés colectivo. Pero fundamentalmente se trata de un principio que inspira la conducta de los individuos para fundar la convivencia en la cooperación y no en el egoísmo” (Sentencia T-550 de 1994. M.P. José Gregorio Hernández Galindo). “(…)”


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-197-19.htm" \l "_ftnref30" \o "" �[30]� Sentencia C-834 de 2007. M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-197-19.htm" \l "_ftnref31" \o "" �[31]� Así lo reconoce expresamente el artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Por su parte, a nivel interno, los artículos 2 y 6 de la Ley 1751 de 2015 establecieron un precepto general de cobertura a la salud al indicar que su acceso debe ser oportuno, eficaz, de calidad y en condiciones de igualdad a todos los servicios, establecimientos y bienes que se requieran para asegurar su prestación, la cual se cumple a través del Sistema General de Seguridad en Salud, en el marco del respeto a las especificidades de los diversos grupos vulnerables y al pluralismo cultural. Con todo, desde sus inicios, esta Corporación ha reconocido que la salud “es un estado variable, susceptible de afectaciones múltiples, que inciden en mayor o menor medida en la vida del individuo”. No es, por tanto, una condición de la persona que se tiene o no se tiene sino que se trata de una cuestión de grado, que ha de ser valorada específicamente en cada caso. Así pues, la noción de salud no sólo consiste en la ‘ausencia de afecciones y enfermedades’ en un individuo sino que obedece a un concepto integral que “protege múltiples ámbitos de la vida humana, desde diferentes perspectivas”. Siguiendo de cerca los lineamientos de la Organización Mundial de la Salud -OMS-, la Corte Constitucional ha señalado que la salud hace referencia a “un estado completo de bienestar físico, mental y social”. En términos del bloque de constitucionalidad, esta garantía básica comprende el derecho al nivel más alto de salud posible dentro de cada Estado, el cual se alcanza de manera progresiva. Así se reconoció expresamente en las sentencias T-597 de 1993. M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz y T-760 de 2008. M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� � HYPERLINK "https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2019/T-197-19.htm" \l "_ftnref32" \o "" �[32]� Esta regla fue expresamente consignada en la Sentencia T-210 de 2018. M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. Con anterioridad ya había sido reconocida en la Sentencia T-705 de 2017. M.P. José Fernando Reyes Cuartas en la que se dijo lo siguiente: “Con todo, si bien los departamentos son los llamados a asumir los costos de los servicios de atención de urgencia que sean requeridos, en virtud del principio de subsidiariedad y de la subcuenta existente para atender algunas urgencias prestadas en el territorio colombiano a los nacionales de países fronterizos, la Nación deberá apoyar a las entidades territoriales cuando ello sea requerido para asumir los costos de los servicios de atención de urgencias prestados a extranjeros no residentes”. Igualmente en la Sentencia T-239 de 2017. M.P. Alejandro Linares Cantillo, en los siguientes términos: “[L]as entidades territoriales de salud donde fue prestado el servicio al extranjero no residente, bajo el supuesto que no puede pagar directamente los servicios ni cuenta con un seguro médico que los cubra, deben asumir los costos de los servicios médicos de atención de urgencias. Lo anterior, sin perjuicio de que el extranjero no residente legalice su estadía en Colombia y cumpla con los requisitos establecidos para afiliarse al sistema de seguridad social en salud, así como también sea incentivado e informado para la adquisición de un seguro médico o un plan voluntario de salud”.







